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Resumen

En el texto se analizan los tres momentos del proceso de institucionalizacién de la parti-
cipacién ciudadana en Ecuador. Primero, sus inicios en los afios noventa con una frdgil
institucionalizacién en la esfera publica no estatal y en los gobiernos locales. Luego, en
el periodo progresista, la institucionalizacion se expandi6 en el aparato estatal con una
enorme normativa procedimental que derivé en cooptacién gubernamental. Por tltimo,
con la transicién del progresismo vinculada a la corrupcién publica, se profundizé la

crisis institucional de la participacidn.

Palabras clave: control social; democracia directa; influencia social; participacién ciu-
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Abstract

The text analyzes the three moments of the process of institutionalization of citizen
participation in Ecuador. It began in the 1990s with a fragile institutionalization in the
non-state public sphere, in local governments. Then, in the progressive period, institu-
tionalization expanded in the state apparatus with enormous procedural regulations that
led to government co-optation. And then with the transition of progressivism, linked to
public corruption, the institutional crisis of participation grew deeper.
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Introduccion

El propésito de este texto es explicar el proceso de institucionalizacién de la partici-
paci6n ciudadana en la accién publica en el Ecuador, distinguiéndole del fenémeno
social de la participacién que, en cambio, ocurrié en disimiles dmbitos y escalas de
la sociedad civil en torno a la accién colectiva. Constituyen dos procesos diferen-
tes, aunque interrelacionados: el primero es de cardcter politico institucional en el
aparato del Estado, mientras que el segundo es de tipo organizativo y cultural en la
sociedad, enlazados conforme al alcance de la democracia directa en el régimen po-
litico. A la par que se busca institucionalizar la participacién ciudadana asegurando
transparencia en la gestién puablica, también se trata de incorporar a la sociedad civil
en las decisiones y acciones publicas, solapindose, a momentos, institucionaliza-
cién y accidn participativa.

En Ecuador, la participacién surgié en los afios ochenta del siglo XX como un
mecanismo intencionado de movilizacién social, estimulado por las metodologfas
participativas surgidas en el dmbito de la autogestién popular y los proyectos de
desarrollo rural y urbano (Torres 2004b), aunque se pueden rastrear antecedentes
en las practicas campesinas e indigenas de reciprocidad en el denominado “capital
social comunitario” (Durston 2000). Mds tarde, durante las décadas de los noven-
ta y los 2000, impulsada por los agentes de desarrollo, la participacién escalé a
la gestién publica local, dindose un primer momento de institucionalizacién no
generalizado, en los entornos organizacionales de determinados gobiernos locales.
Fue un periodo en el que prevalecié la accidn social participativa sobre su institu-
cionalizacidn.

En los albores del siglo XXI, durante el periodo progresista entre los anos 2008
y 2017, auspiciada por las innovaciones constitucionales del Estado de derechos
y en medio de una voluminosa normativa participativa, se abrié un segundo mo-
mento de amplia institucionalizacién en la denominada cuarta funcién del Estado,
irradidndose al conjunto de las demds funciones estatales y a los gobiernos central y
descentralizados, abarcando un amplio espectro de decisiones gubernamentales, el
ciclo de las politicas, la rendicién de cuentas de autoridades, hasta la vigilancia ciu-
dadana y el control social. No obstante, en su implementacién se priorizé los “pro-
cedimentalismos” por sobre la intervencién ciudadana, provocando un desbalance
que habria contribuido a disminuir su funcién de control democrdtico. A diferencia
del anterior, este fue un periodo en que la institucionalizacién predominé sobre la
accion social colaborativa.

Y en la ulterior desactivacién del progresismo iniciada con las elecciones presi-
denciales del 2017, que desat6 una confusa transiciéon minada de arbitrariedades
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gubernamentales, corporativismos empresariales y desmantelamientos publicos, se
estarfa en un tercer momento marcado por la interferencia en la institucionalidad
de la participacién que amenaza con reducir sus alcances. Con base en lo anterior
se avizora un prolongado escenario de crisis politica, econdémica y movilizacién
popular que acentda el debilitamiento al mismo tiempo institucional y social de la
participacion.

Recurriendo a la sistematizacién de la normativa e informacién publica, se exa-
minan los tres momentos del proceso de institucionalizacién de la participacién
en la accién publica. El primero se refiere a las experiencias de planificacién par-
ticipativa y control social en los gobiernos locales involucrados en procesos de de-
sarrollo local, quienes ensayaron una fragil institucionalidad en el dmbito publico
no estatal, desmontada con la primera ley de participacién que, paradéjicamente,
la confiné al nivel local. El segundo corresponde a la institucionalizacién nacional
durante la década del gobierno progresista, promovida por las innovaciones cons-
titucionales y un inédito entramado normativo participativo cuyo agenciamiento
funcionalizé la participacién por encima del hecho social: mientras en una orilla el
complejo normativo derivé en un abigarramiento procedimental y la cooptacién
gubernamental horizontal, en la otra orilla, en tensién con una desgastada sociedad
civil, se acentu6 la desmovilizacién de las organizaciones populares y los movimien-
tos sociales. El tercero atafie al incierto escenario de transicién posprogresista en el
que la participacién enfrenta incertidumbres, al estar enredada con la corrupcién
publica y el descontrol del Estado, y se asiste a una eventual crisis institucional. Son
momentos de un ciclo de institucionalizacién de la participacién que abarca mds
de tres décadas, y en el que experimenté el ascenso de lo local a lo nacional, y pasé
del auge al declive.

El texto estd organizado en cuatro secciones. En la primera se sintetiza algunos
elementos de enfoque sobre la institucionalizacién de la participacién, diferen-
cidndola de su condicién de hecho social; tales elementos se interpretan desde la
dificil complementariedad entre democracia representativa y democracia directa.
En la segunda se resefa el inicio de la frégil institucionalizacién de la participa-
cién en los gobiernos seccionales, enlazada a la movilizacién de actores colecti-
vos territoriales, y al confinamiento local en que derivé. En la tercera seccidn se
analiza la expansion de la institucionalizacién de la participacién ciudadana con
la reforma estatal del periodo progresista, cuando, ubicada en la cima del diseno
constitucional y en la érbita de influencia presidencial, devino la instrumentali-
zacién de funciones estatales y politicas publicas, lo cual precipité su descrédito.
La postrera crisis institucional de la participacién con la desactivacién del pro-
gresismo y las presiones politicas por reducir sus atribuciones se examina en la
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cuarta seccién. Cierran el texto unas breves reflexiones que mds que conclusiones
plantean nuevas interrogantes sobre el devenir de la participacién ciudadana en
el pais.

La institucionalizacién de la participacion en la accién publica

En las tltimas décadas, constantemente se ha aludido que la participacién ciuda-
dana adopta variados significados conforme el contexto y la cultura en la que se
ejerce (Merino 2016). Asignarle capacidades de contrapeso desde la sociedad civil
para mejorar la gobernabilidad (Lechner 1991), en condiciones de pluralidad, de-
liberacién y asociatividad, puede ampliar la esfera publica (Cunill 1997), y lograr
eficiencia y justicia en su accién cuando es incorporada en la gestién de las politicas
publicas (Diaz 2017). Estas se consideran dimensiones institucionales de la parti-
cipacién ciudadana, pues los gobiernos centrales y descentralizados suelen apelar a
ella en tanto la consideran como una operacién politicamente correcta.

Desde la perspectiva de la participacién como hecho social, hay quienes arguyen
que adecuadamente asumida por el pueblo o los movimientos sociales, la partici-
pacién tiene la virtualidad de contribuir a ampliar el derecho democrético hacia la
emancipacion social (De Sousa 2004), o de revertir la hegemonia politica hacia la
liberacién de las opresiones (Dussel 2006). La potencialidad de la participacién se
proyecta en un amplio arco que incluye dimensiones institucionales, ciudadanas y
sociales entramadas en la bisqueda, nada ficil, de coexistencias entre las democra-
cias representativa y directa.

La participacién no estd enfrentada ni es alternativa a la representacién politica
que en la segunda mitad del siglo XX se generalizé como forma de gobierno en
las sociedades modernas, dotadas de sistemas politicos que agregan intensamente
la vida colectiva (Bobbio 1976), dentro de los cuales se formaliza la participacién
entendida, llanamente, como la intervencién de los individuos en la accién publica
en pro de los intereses sociales (Cunill 1991). El supuesto esencial es el interés de la
sociedad civil o la ciudadania por involucrarse en los asuntos publicos, y la disposi-
cién del régimen politico para responder y encauzar la intervencién ciudadana mds
alld del voto (Casas 2009, 66); cuestién compleja de implementar en tanto se equi-
para la autonomia decisional de las autoridades electas en el ejercicio del gobierno
respecto del mandato electoral, y la demanda ciudadana de espacios publicos para
intervenir en la toma de decisiones en los asuntos que les afectan (Casas 2009, 67).
En este sentido, la participacién ciudadana podria balancear el peliagudo cumpli-
miento de las expectativas electorales.
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En tanto hecho social, la participacién tiene una dimensién cultural que puede
verse como una de las “matrices de significados” a las que se refiere Cornelius Casto-
riadis (2010, 223): no es solo un “sistema funcional” a determinados requerimien-
tos, ni una simple “red simbdlica”, contrariamente, podria considerarse —siguiendo
al autor— que el imaginario participativo es la “condicién de existencia” de historias
de gentes que se comunican y cooperan en un medio simbélico creado. La calidad
cultural del imaginario participativo ilustra su efectividad como praxis colectiva
para el involucramiento ciudadano en los espacios publicos.

En relacién con la institucionalizacién de la participacién, los contemporaneos
debates sintetizados por Boaventura De Sousa y Leonardo Avritzer (2004, 37) sobre
la democracia deseable como sistema de gobierno, o las condiciones estructurales
de los paises para asumir la democracia, superada por la idea de que los paises se
organizan a través de la democracia, recogen los principales elementos de lo que
los autores denominaron “concepcién hegeménica de la democracia” o democracia
liberal. Dichos elementos son la contradiccién entre movilizacién e institucionali-
zacion, la valoracion positiva de la apatia ciudadana para intervenir en las decisiones
y elecciones, el énfasis en los disefios electorales, el pluralismo como incorporacién
partidaria y disputa elitista, y el minimalismo de la participacién (De Sousa y Avrit-
zer 2004, 37).

Esta concepcidn, apuntan De Sousa y Avritzer, estd relacionada con tres cuestio-
nes: el vinculo entre procedimiento y forma que condujo al “procedimentalismo” y
las reglas en las decisiones; la inevitabilidad de la burocracia ante la pérdida de con-
trol ciudadano de las decisiones politicas y econdmicas, burocracia que se amplia
y complejiza con el Estado de bienestar; y la representacién como solucién a gran
escala del ejercicio de autoridad basada en el consenso en tanto mecanismo racional
de autorizacién (2004, 40-45). Las condiciones preceptivas y corporativas de la
representacién delimitan las politicas de rendicién de cuentas, veedurias y control
de las autoridades, recursos publicos y excesos en las funciones estatales, al igual
que la intervencién ciudadana en la accién publica, asunto ademds desafiante en
sociedades de heterogeneidad estructural y diversidad cultural; asi, la institucionali-
zacién de la participacién ciudadana se encuadra en el marco normativo del sistema
de representacién, mientras el alcance de la accién social colaborativa depende de
la cultura asociativa.

Por su parte, la democracia liberal, indica Guillermo O’Donnell (2004, 16),
tiende a concentrar la toma de decisiones en las altas esferas del poder, con lo que la
desconfianza en el poder coercitivo y en la politica es secular a la representacion; de
ahi surgieron los controles institucionales “basados en la idea de que la divisién y el
balance pueden producir controles mutuos entre los temidos poderes” (O’Donnell

mundosplurales

Volumen 6 ¢ No. 2 ¢ noviembre 2019
111-137

115



116

Victor Hugo Torres Davila

2004, 18). La desconfianza y los controles son tan antiguos como las sociedades, y
estdn en la naturaleza de la participacién en los regimenes politicos representativos.
Su buen funcionamiento requiere mayor interaccién entre representacion y partici-
pacién (Bobbio 20006), sélidas complementariedades en las escalas local y nacional
(De Souza y Avritzer 2004), y mejorar la reconexién entre procedimentalismo y
colaboracién en el ejercicio colectivo del poder politico (Cohen 1997, citado por
De Souza y Avritzer 2004). El control publico se establece en el disefio constitu-
cional de los paises, con los arreglos institucionales de las agencias de balance y las
asignadas como contralorfa, fiscalia, tribunal y otras andlogas ante las transgresiones
y corrupcién publica (O’Donnell 2004, 20-23), y se ejercen por medio de normas
y procesos vinculantes al sector publico nacional y subnacional.

La participacién ciudadana en la toma de decisiones implica el proceso racional
de eleccién de opciones extendido en el tiempo y el espacio, esto es en el ciclo de las
politicas publicas (Parsons 2007, 203), e interviene en el disefio, financiamiento,
ejecucion y evaluacién de estas. Cada fase tiene distintos momentos, burocracias y
caminos que conllevan desafios técnicos y politicos dada su complejidad procedi-
mental, afectada ademds por la tensién entre recursos e influencia que los grupos de
presion ejercen en las fases del ciclo de las politicas (Kelly 2004, 64). De ahi que,
entre el mandato electoral de las autoridades gubernamentales y la prestacién de
bienes y servicios publico median el juego politico (Eslava Gémez 2011) de auto-
nomias decisionales que disminuye la certeza en los resultados esperados, y que la
participacién ciudadana podria compensar.

Mds alld de los minimalismos de escala como las asambleas de barrios, zonas y
referéndums senalados por Norberto Bobbio (1985, 68) en calidad de dispositivos
de democracia directa, la participacién, como se ha dicho, también implica a la
gobernanza en el ejercicio del poder, los balances en las presiones de los grupos de
interés, el control interestatal horizontal con entidades asignadas y consecuencias
juridicas sancionadoras, y el control social de la accién publica en el marco del de-
recho ciudadano a la democracia directa.

No obstante, el funcionalismo politico puede provocar riesgos de participacion,
aunque las normas sean claras, como las “brechas entre los discursos y la practica”,
el clientelismo y la manipulacién (Renaud 2002, 23); o devenir en pasividad ciu-
dadana por el vertical protagonismo de la tecnocracia estatal que reduce el alcan-
ce decisional en los asuntos comunes (Olivé 2009). La institucionalizacién de la
participacion ciudadana conlleva desafios operativos, nuevos arreglos corporativos
subestimados por el régimen politico, resistencias de las autoridades y descentra-
mientos en las tecnocracias acostumbradas a rutinas burocrdticas, que requieren
renovarse para facilitar los entramados colaborativos en condiciones de diversidad y
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heterogeneidad social, ello cualifica interculturalmente la accién pablica. De entre
los riesgos participativos, se explican someramente la cooptacién gubernamental, el
procedimentalismo administrativo y los desequilibrios participativos en las politicas
publicas.

El riesgo a la cooptacién es secular a la participacién, acentudndose cuando ocu-
rre en el Estado, pues la terrenal “desconfianza weberiana” a la burocracia se origina
en que esta siempre tiene trazas de abuso y censura (O’Donnell 2008). El Estado,
en tanto organizacién compleja, estd compuesto por un “conjunto de burocracias”
estratégicas y sobre todo operativas y logisticas, regidas por normas de direccién y
acatamiento “jerdrquicamente pautadas’, con las que ejercen responsabilidades y
funciones legalmente asignadas en torno al interés publico (O’Donnell 2008, 8).
La cooptacidn, cercana al clientelismo, estd asociada a comportamientos burocra-
ticos controladores emanados desde arriba, con “repartos de rentas menores” que
bloquean la autonomia y el “poder de otro distinto al poder central omnipotente”
(Valenzuela y Yévenes 2015, 471), con la transgresién elitista y el sometimiento
estatal a través de la corrupcidn publica (Gémez 2016), con la captura del Estado
por medio de sobornos econémicos y politicos entre empresarios y grupos de pre-
sién (Garay Salamanca et al. 2008), y con los afanes presidenciales de influir en las
distintas funciones del Estado.

Puede haber cooptacién vertical desde la centralidad gubernamental hacia las
localidades y la sociedad civil, y cooptacién transversal desde el ejecutivo sobre
las demds funciones estatales. La participacion ciudadana en condiciones institu-
cionales pautadas rigidamente por estamentos burocrdticos, puede desembocar en
cooptacion cuando se busca someter las demandas sociales a las 16gicas verticales de
gobierno, y autoridades que dispersan en particiones minimas las rentas publicas;
o cuando las entidades de control interestatal alineadas en la misma 6rbita presi-
dencial, se suman al ejercicio omnimodo del poder extendiendo la coercién y la
persuasion en la gestién publica.

Junto con la desconfianza en la burocracia estd el procedimentalismo parti-
cipativo. El Estado como “sistema legal” despliega un entramado de “reglas que
penetran y codeterminan numerosas relaciones sociales” (O’Donnell 2008, 9),
entre ellas la participacidn, a través del andamiaje de procedimientos estatales
reglados por normas y sanciones juridicas, dentro de las cuales se materializa la
participacién ciudadana en los balances, controles y decisiones puablicas conforme
las jerarquias pautadas. No obstante, los procedimentalismos tienden a enfati-
zar mds en el control de los procesos, usos y resultados de los recursos publicos
involucrando a autoridades y decisores que se desempenan en la frontera de los
riesgos de corrupcién publica y captura estatal; y menos en la promocién de la
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intervencién ciudadana en los asuntos publicos, el fomento de la asociatividad y
la lucha contra la corrupcién. La participacién no termina con la rendicién de
cuentas de las autoridades y el control publico, estd la seccién concerniente a las
formas de gobernar y sus relaciones con los actores sociales para el fortalecimiento
de la democracia y la sociedad civil (Llancar 2008), tanto en el régimen politico
como en la sociedad.

La coexistencia entre representacién y participacién presupone una institucio-
nalidad que exhorta a los ciudadanos a ejercer la cultura democrdtica en diversos
dmbitos sociales, para lo cual se requieren de organizaciones y vigencia de valores
asociativos civicos que agreguen los intereses comunes, pues como acertadamente
sefiala Oscar Oszlak (2013, 19) no hay una disposicién “natural” de la ciudadania
a la participacién en la esfera publica, menos atin en situaciones de escasa afiliacién
a las organizaciones sociales. En sentido amplio, las asociaciones civiles encauzan
la aptitud civica ciudadana y su “capacidad para organizar, articular y gestionar la
atencién de sus demandas e intereses” (Casas 2009, 68); aunque, contempordnea-
mente, con el predominio de los intereses individuales sobre los colectivos, lo cual
aminora la influencia de la sociedad civil, la participacién puede devenir en desen-
canto ciudadano que acrecienta la apatia politica.

Asimismo, la participacién en la toma de decisiones publicas es desigual en
alcance e intensidad. Participar en el disefio de las politicas, al menos en lo concer-
niente a la planeacion, es factible a través de la planificacién participativa apoyada
en la deliberacién (Michelini 2015), la planificacién situacional (Fortes 2001) y
el didlogo de grupos (Cordioli 2001), en la medida en que se busca facilitar la in-
fluencia ciudadana en el establecimiento de horizontes programdticos comunes, y
los lineamientos estratégicos para lograrlos. Participar en su financiamiento es otra
cosa, no solo por los densos procedimientos de las finanzas publicas, sino porque
si bien se puede incidir desde la sociedad en el financiamiento plurianual, en tanto
son acuerdos sobre la inversién publica, materializarlos en la programacién presu-
puestaria anual de los gastos corrientes y de inversién resulta complicado, por decir
lo menos, pese a los presupuestos participativos (Barbosa da Silva 2001) que a escala
local han logrado resultados.

En la ejecucién, mds alld de las veedurias (Ramié 2003) y de la evaluacién par-
ticipativa (Osuna 2003), se requiere del efectivo “encuentro entre la politica y las
politicas ptblicas” para asumir esfuerzos compartidos con participaciéon ciudadana,
abriendo el gobierno a las decisiones publicas (Lahera 2004). La mayoria de las
aludidas formas de participacion en el ciclo de las politicas publicas, como lo senala
Ernesto Casas, se reducen a consultas temdticas o sectoriales formuladas con para-
metros deliberativos restringidos en sus repercusiones, relegando, en la practica, a la
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ciudadania y a las asociaciones civiles de la efectiva formulacién de politicas publi-
cas y del control en la “activacién de la agenda publica” (Casas 2009, 73).

Superar los riesgos participativos plantea cambios en el sistema politico que en-
lacen a partidos, grupos de presion, institucionalidad publica y sociedad civil en la
busqueda conjunta de complementariedades entre representacién y participacion;
un proposito dificil de lograr porque no siempre se acoplan expeditamente los pro-
cesos constitutivos del sufragio y la accién social. Y la voluntad del régimen politico
por conseguirlo es un bien escaso.

Los inicios: fragil institucionalizacion en los gobiernos locales

En Ecuador se acogié tardiamente la participacién en la esfera publica. Si bien
se registran antecedentes colaborativos en el marco de iniciativas de autogestién
popular entre organizaciones campesinas y cooperativas a mediados del siglo XX
(Corral Burbano de Lara et al. 20006), la participacién publica adquirié notoriedad
a fines de los afos ochenta. Esto ocurrié al inicio de la ola de desarrollo local im-
pulsada por una combinacién de tendencias como la renovacién de los gobiernos
seccionales protagonizada por el movimiento indigena y fuerzas de izquierda, las
iniciativas de convergencia democrdtica de la sociedad civil, la ayuda internacional
que valoré como aliados a los municipios, y los ensayos de servicios descentraliza-
dos en los proyectos sociales, todos promoviendo formas de participacién social
(Torres 2004a, 122). En un escenario nacional signado por el Estado neoliberal que
precarizé la prestacién de servicios, el desarrollo local surgié en los territorios de
mayor condensacién organizativa (Carrasco 1993), en las dreas de prioridad de la
cooperacion internacional y de los proyectos estatales; se estiman 157 casos (Torres
2004a, 141) entre gobiernos locales, organizaciones rurales de segundo y tercer gra-
do, y redes de agentes externos con acciones de alcance territorial y cardcter publico
participativo.

Aproximadamente el 32 % de prefecturas y 22 % de municipios influidos por
la ola de desarrollo local, adoptaron la denominacién de “gobiernos locales” como
expresion de las nuevas alianzas entre actores publicos, privados y comunitarios que
asumian colaborativamente el desarrollo territorial (Torres 2004a, 124). Con leves
variantes y distintos apelativos, generaron un modelo de gobierno colectivo presi-
dido por una asamblea cantonal o provincial en la que participativamente se for-
mulaba el plan estratégico, convertido en mandato publico para el municipio o la
prefectura que ademds de la accién directa, asociaban a las organizaciones y agentes
externos en su implementacién, mientras el control social se ejercia con veedurias,
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y las autoridades rendfan cuentas en las asambleas (Ortiz y Tamayo 1997; Hidalgo
et al. 1999; Ramirez 2001; Andrade 2003; Ramén y Torres 2004). Algunos de los
gobiernos locales participativos empezaban a diferenciarse de los demds municipios
y prefecturas que continuaban entrampados en viejas culturas prebendarias.

El inicial modelo participativo se sostuvo principalmente con los recursos de
la cooperacién internacional, por lo que en cada localidad se establecié una red de
ONG y entidades externas que facilitaban soporte financiero, metodologias partici-
pativas, capacitacion y asistencia técnica. La combinacién entre la acumulacién de
capital social en las organizaciones rurales (Caroll 2002), los liderazgos democrati-
cos y el apoyo de agentes de desarrollo estaba en la base de estas experiencias, en las
que adquirieron relevancia las practicas de planificacién y presupuesto participativo
(Ruiz 2007). Emergfa una inédita colaboracién civica en algunas localidades, vatici-
nio de nuevas relaciones entre democracia directa y representativa en el pais.

Importantes movilizaciones indigenas, campesinas y populares ocurrieron en
torno a los gobiernos locales indigenas (Andrade 2003), en los que nuevas rela-
ciones entre autoridades, comunidades y poblacién se establecian no a través de la
burocracia municipal o provincial, sino por medio de entramados asociativos que
eslabonaban la accién publica. La influencia de los actores sociales se empalmé en
paralelo a los aparatos seccionales, por medio de los cuales se encauzaban hibri-
daciones de derechos colectivos e intereses ciudadanos; y, en los lugares de mayor
densidad organizativa (Carrasco 1993), estos se asumian como continuidades de las
comunidades rurales.

Respaldada tinicamente en la normativa seccional, la participacién, aunque con-
tribuyé a revertir la proporcién de gastos corrientes a favor de los gastos de inver-
sién, no implicé cambios en la estructura institucional de municipios o prefecturas,
ya que funcioné en una suerte de arreglo “publico no estatal” (Bresser y Cunill
1998, 48), que canalizaba la influencia de las organizaciones sociales y contribuia
a la gobernanza territorial. La motivacién participativa no era el cambio organiza-
cional de los gobiernos locales, sino el mejoramiento de las condiciones de vida de
las poblaciones rurales empobrecidas, a través de proyectos de desarrollo local que
asociaban a gobiernos seccionales, organizaciones rurales y agentes de desarrollo en
la lucha contra la pobreza.

En octubre de 1997, imbuida en una visién minimalista de democracia directa,
se expidié la Ley Especial de Descentralizacién del Estado y Participacién Social,
que confusamente vinculaba a la participacién social con la descentralizacién. Con
la ley se f1j6 como dmbito de participacion a los gobiernos seccionales, barrios, fe-
deraciones barriales, como mecanismos a las asambleas barriales y parroquiales, la
contratacion a organizaciones comunitarias, la consulta popular (Ley 27/ 1997, 6)
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impulsando un nuevo nivel de gobierno seccional que profundizé la particién de los
insuficientes recursos publicos subnacionales, reconocido luego en la Constitucién
de 1998 (Ojeda 2000). El horizonte de “ley de descentralizacién” estuvo mds atrds
que el de las experiencias participativas, y representd un retroceso politico respec-
to del ejercicio colectivo del gobierno local, de la planificacién y presupuestacién
participativa, y del naciente control social. La normativa confiné la participacién al
nivel local, no reparé en el alcance nacional, ni en su pertinencia para las decisiones
publicas, el control interestatal y la rendicién de cuentas; contrariamente, desincen-
tivé los arreglos publicos no estatales, y estimulé el clientelismo en las localidades.

A mediados de los afnos 2000 surgieron los primeros desencantos de los gobier-
nos locales participativos en torno a sus propésitos de progreso, expresados en la
sensacién de que operaban como “eficientes administradores de la pobreza”. Su res-
tringida capacidad para enfrentar las inequidades estructurales mostraba los limites
a los que habia llegado la participacién en su confinamiento local. La participacién
no se integré en la estructura gubernamental local, irnicamente, devino en una
forma de cooptacién politica por parte de alcaldes y prefectos que convirtieron las
asambleas territoriales en entidades administrativas, despojadas de su condicién de
espacio civico ciudadano. Muy pronto, los espacios de colaboracién se erosionaron
conforme, cabe sefalar, también se debilitaban los movimientos sociales.

En los tres lustros de las experiencias de desarrollo local, no se logré institucio-
nalizar la participacién en los gobiernos seccionales. Al desmontarse los arreglos pu-
blicos no estatales, las capacidades participativas se dispersaron, mientras la ley de
descentralizacién tampoco proveyd los engranajes con la participacién. En ausencia
de una institucionalidad local que sostuviera la participacion, los intentos territoria-
les de coexistencia entre democracia directa y representativa se desgastaron.

La expansidn: reforma estatal e institucionalizacién nacional

La Constitucién de 2008, formulada en la Asamblea Constituyente con los aportes
de la plural movilizacién nacional (Echeverria y Montafar 2008) en respuesta a la
crisis politica que arrastraba el pais, reformé el Estado como garante de derechos y
sac a la participacién del confinamiento local convirtiéndola en derecho ciudada-
no. En el otro extremo del minimalismo, un amplio articulado constitucional nor-
ma las multiples aristas de la democracia directa que aluden a iniciativas populares
normativas, fiscalizacién del poder, revocatoria del mandato, intervencién en la
definicién, presupuesto, ejecucion, evaluacién y control de las politicas y servicios
publicos; en la organizacién del poder con mecanismos de democracia representati-
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va, directa y comunitaria para la toma de decisiones, planificacién y gestién publi-
ca, control popular del Estado y construccién del poder ciudadano (Constitucién
2008).

La norma establece la participacién ciudadana en el ciclo de las politicas (Cons-
titucién 2008, art. 95), el derecho al protagonismo de las organizaciones sociales
(arts. 96-99), y amplia la participacién ciudadana en los niveles de gobierno (arts.
100-102). Ratifica al pueblo como primer mandante y fiscalizador del poder publi-
co con la creacién de la Funcién de Transparencia y Control Social (art. 204), para
promover la participacién en la formulacién de politicas publicas de transparencia,
control, rendicién de cuentas, prevencién y lucha contra la corrupcidn; y estd con-
formada por el Consejo de Participacién Ciudadana y Control Social (CPCCS),
Defensoria del Pueblo, Contraloria General del Estado (CGE) y las superinten-
dencias (art. 204). Estipula, ademds, impulsar la deliberacién publica, fomentar la
formacién de ciudadania, la transparencia y la lucha contra la corrupcién (art. 208).

A la Funcién de Transparencia y Control Social se le transfiri6 atribuciones de la
Funcién Legislativa para que el CPCCS designe las autoridades de la Procuraduria
General del Estado, Superintendencias, Defensoria del Pueblo, Defensoria Publi-
ca, Fiscalia General del Estado, Contraloria General del Estado, Consejo Nacional
Electoral (CNE), Tribunal Contencioso Electoral y Consejo de la Judicatura (art.
208, incisos 10, 11 y 12). EIl CPCCS con el poder para designar las autoridades de
control, y con bifurcaciones claves en las Funciones Electoral y Judicial, se anun-
ciaba como una pieza estratégica que articularia el control horizontal interestatal,
los balances entre las funciones del Estado, y canalizaria la influencia de los actores
sociales y la ciudadania en el control y las decisiones publicas.

Los mandatos constitucionales se materializaron en cinco grandes cuerpos nor-
mativos que establecieron en conjunto 24 instancias y 31 mecanismos publicos de
participacién ciudadana, distribuidos en las cinco funciones del Estado, en los cua-
tro niveles de gobiernos locales y vinculantes en todos los dmbitos de la esfera publi-
ca ecuatoriana (Carrera 2015). Asi, tras la fallida institucionalidad local precedente,
la Constitucién con epicentro en la transparencia y el control social proclamaba la
complementariedad entre la democracia representativa y directa, contando con un
exhaustivo tramado normativo y una institucionalidad publica en ciernes.

Una cosa fue el diseno normativo del nuevo sistema de participacién y otra
muy distinta su implementacién. El gobierno progresista amparado en los inéditos
y sucesivos triunfos electorales presidenciales, y en las victorias de las consultas po-
pulares, proyecté una medidtica “nacionalizacién” de su partido Movimiento Patria
Altiva i Soberana (MPAIS), basada en que durante la década mantuvo la mayor
representacién politica en el territorio nacional, dejando atrds, aparentemente, los

mundosplurales

Volumen 6 ¢ No. 2 ¢ noviembre 2019
111-137



Ascenso y desgaste de la participacién ciudadana en Ecuador

viejos clivajes electorales regionalistas entre Costa y Sierra que marcaron a la politica
ecuatoriana (Pachano 2018), y con el que se sobrepuso un esquema de partido tni-
co (Freidenberg 2020). También patrocinado por las victorias electorales y embe-
bido del impetu “transformista”, el partido gobernante devino en un aparato cuasi
estatal que desdibujé las fronteras con la funcién publica, esta Gltima convertida
en zona gris de los flujos y reflujos entre el presidente y las multiples fracciones de
izquierda y derecha contenidas en el MPAIS.

Al diseno constitucional de Estado de derechos se interpuso una ecléctica racio-
nalidad gubernamental que robustecié el presidencialismo de la Funcién Ejecutiva
y ensanch la centralidad de la esfera publica, pasando del inicial intervencionis-
mo desarrollista del “buen vivir”, al neoliberal y privatizador “cambio de la matriz
productiva” (Sinchez 2016). En el periodo se duplicé el tamafo de la economia
nacional acrecentdndose enormemente la inversién publica en salud, educacidn,
vias, aeropuertos, puertos maritimos, plantas hidroeléctricas y universidades (Co-
rrea 2016, 19), con recursos provenientes de la recaudacién tributaria, empresas
publicas, renta petrolera y deuda externa.

La imperante recentralizacién publica requiri6 extender el mando presidencial
hacia las demds funciones estatales, para lo cual el control del CPCCS fue decisivo;
mis alld de promover la participacién social, se buscé cooptar las entidades de con-
trol interestatal. Constitucionalmente la designacién de los consejeros del CPCCS
le corresponde al CNE, que en el 2010 ensayé un confuso procedimiento merito-
cratico sobrecargado de papelerfa y avales politicos para designar a los consejeros.
Estos, a su vez, replicando la meritocracia invistieron a las primeras autoridades de
las entidades correspondientes, con lo que el gobierno consiguié el control de las
cinco funciones del Estado.

La Funcién de Transparencia y Control Social emprendi6 la conformacién de
su tecnocracia con los fragmentos de las entidades publicas relegadas a la nueva
funcién, en medio de fricciones entre los consejeros respecto de su mision, estruc-
tura organizacional y accién publica, evidenciando afanes de clientela partidaria e
inexperiencia en asuntos de participacion ciudadana. Se encajé un frdgil aparato
burocritico subordinado al mando presidencial, al mismo tiempo sometido a las
entidades de control estatal, las que operaban siguiendo las directrices centralistas o
seglin su propia inercia tecnocrética, con lo que la naciente institucionalidad apenas
adherida entre si enfrent$ dificultades para emprender las politicas de participacién
ciudadana y control social. Los consejeros iniciaron el registro de veedurias, en un
promedio de 150 anuales, surgidas desde la sociedad civil (Gutiérrez 2017), la ins-
talacién de asambleas locales, y tras varios ensayos la rendicién de cuentas —sin res-
paldo informdtico— a través de una Guia elaborada entre el CPCCS y la Defensoria
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del Pueblo (Ramén 2016, 14). Un primer sondeo social efectuado por el Consejo
sefalé que en la sociedad ecuatoriana “falta cultura de solidaridad”, pues prevalece
una ciudadania “no comprometida con el quehacer de las instituciones publicas”,
afirmo su presidenta (£/ Telégrafo 2015a).

La segunda nominacién de consejeros del CPCCS en el 2014 fue mds contro-
vertida (Plan V' 2015). Esta vez el CNE siguié las directrices presidenciales, mante-
niendo el mecanismo meritocritico que ahora valoraba la experiencia en la gestién
gubernamental, se designaron como consejeros a funcionarios del régimen cercanos
al presidente, pasando por encima de las normas, que fueron consideradas por la
primera autoridad como un exceso de trdmites ineficientes (£/ Zelégrafo 2015b).
Un reduccionismo instrumental de la participacién se evidencié en una de las de-
claraciones del presidente: “Lo mejor es escoger a los mejores, por notas, titulos
y menciones, y luego si necesitamos gente capacitada en participacion y control
social, capacitarlos en uno o dos meses” (£/ Comercio 2015). La nueva designacién
de consejeros, y la subsecuente de autoridades electorales, judiciales y de control,
consolidé la influencia presidencial en las demds funciones del Estado.

En el segundo periodo la institucionalidad de la nueva funcién continuaba su-
bordinada en su rol de articulacién de las entidades de control; no obstante avanzé
en montar una estructura nacional con delegaciones provinciales, continué con el
registro de veedurias, y establecié un procedimiento anual de rendicién de cuentas
de las instituciones publicas del tipo “responsabilizacion”, por el cual se exige a las
autoridades la rendicién de cuentas como parte de la gestién publica, y no del tipo
accountability que entrafa la iniciativa civica y voluntaria de las autoridades (Oszlak
2013, 16). Conforme al reduccionismo instrumental, el CPCCS enfatizé mds en
el procedimentalismo administrativo y menos en el fomento de la cultura civica
ciudadana en la rendicién de cuentas de las autoridades publicas, en la cual dismi-
nuyeron los mecanismos de participacién ciudadana.

En el 2010 se receptaron setenta informes de rendicién de cuentas, 870 infor-
mes en el 2012, y aumentaron a 7014 informes en el 2013; en adelante con alti-
bajos se generalizé el proceso de rendicién de cuentas en el sector pablico (Ramén
2016, 18). Los Gobiernos Auténomos Descentralizados (GAD) también pasaron
de la aislada rendicién de cuentas, a la informacidn de sus gastos e inversion publica
segun el ciclo de la politica, con lo que el 87 % de GAD efectuaron la rendicién
de cuentas en el 2015 (Ramén 2016, 19), la que igualmente tendid, en adelante, a
generalizarse.

En suma, entre autoridades electas y de nivel superior nacionales se estima alre-
dedor de 10 830 que tienen que rendir cuentas, a las que hay que afadir las 5656
autoridades locales electas (Maugué 2018, 1). El procedimiento implica —en el me-

mundosplurales

Volumen 6 ¢ No. 2 ¢ noviembre 2019
111-137



Ascenso y desgaste de la participacién ciudadana en Ecuador

nor de los casos— un formulario que genera anualmente un estimado de 36 027
folios con informacién, tras varios afios del ejercicio de rendicién de cuentas de las
autoridades y entidades publicas, la informacién crece exponencialmente, sin que
existan las tecnologfas digitales adecuadas que permitan a la ciudadania utilizar la
enorme cantidad de informacién derivada de la rendicién de cuentas.

Si bien la informacién estd disponible individualmente, cumpliéndose con la
ley, es literalmente imposible conocer y explicar el conjunto del proceso publico de
rendicién de cuentas, por su mecdnico proceder que provoca desproporcién entre
el tamafo de la informacién y el dificultoso acceso ciudadano. No es un tema me-
nor. La perspectiva del “gobierno abierto” —esto es la interaccién participativa entre
autoridades y ciudadania en la gestién publica, basada en el flujo de informacién
de calidad (Oszlak 2013, 6)— requiere transparencia y actualizacién de los sistemas
informdticos en la escala cultural del control social y la rendicién de cuentas; eso
no ocurrid, sino que ademds de las dificultades en el acceso y uso colectivo de la
informacién publica, se corre el riesgo de perderla por la escasa inversion publica en
la actualizacién informdtica, ensombreciendo la transparencia y la lucha contra la
corrupcién, finalidad de la denominada cuarta funcién estatal.

La participacién ciudadana en las decisiones publicas, a pesar del mandato cons-
titucional, ocurrié episédicamente, se limité a la consulta deliberativa en la pla-
nificacion nacional y local, y a esporddicas veedurias durante su implementacién
sectorial y territorial, pese a las orientaciones tecnocriticas que insertaban la parti-
cipacién en el ciclo de las politicas pablicas (SENPLADES s.f.). El alcance de las
escasas veedurias nacionales y las esporddicas de nivel local nacidas desde la ciuda-
dania y calificadas por el CPCCS en torno a varias obras ptblicas emblemadticas, por
ejemplo, la realizada al sistema de agua potable en Guayaquil que demoré cuatro
afos en tener respuesta y reveld las debilidades del control social en condiciones de
concentracion del poder y de limites a la participacién ciudadana (Gutiérrez 2017).
El mandato de presupuestos participativos desoido a nivel nacional fue asumido
precariamente en la mayoria de prefecturas y municipios como relacionamientos
clientelares de las autoridades locales con las parroquias rurales, barrios y comuni-
dades, mostrando igualmente deficiencias en el control social (Aguirre 2016), en
medio del centralismo tecnocrdtico que buscaba alinear las formas de participacidn,
su institucionalidad y la normativa locales (SENPLADES 2011). Los Consejos Na-
cionales para la Igualdad, acordados para transversalizar los derechos sociales en las
politicas publicas, fueron dilatados en su transicién y conformacién, entrando en
neblinosas relaciones con las ya fragmentadas organizaciones sociales.

Pese a la normativa, la institucionalidad y los procedimentalismos participativos
se volcaron a la transparencia y el control publico, dejando a un lado el fomento
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de asociaciones colaborativas, en medio de una tendencia generalizada de desgaste
de la sociedad civil (Sorj 2013). En el pais, la sociedad civil se muestra débil por la
dispersién de las organizaciones de base, y los tenues impulsos en la conformacién
de asociaciones de nivel federativo y regional que posibiliten la accidn colectiva en
redes de mayor influencia (Andreetti, Bustamante y Durdn 2006). El proyecto de
“participacién en democracia” del progresismo no se propuso el fortalecimiento
de la sociedad civil, menos atin de las organizaciones sociales a las que estigmatizé
como “neocorporativas’; contrariamente, implementd un conjunto de tdcticas para
contrarrestar la influencia de los movimientos sociales “disciplinindoles” (Ortiz
2014, 601-602). Entre ellas, esgrimié una polémica apropiacién del concepto de
ciudadania que restringié los espacios de autonomia de la sociedad civil, una suerte
de retraimiento del lugar de la ciudadania (Burbano de Lara 2017, 191), legitimada
en los triunfos electorales y con la que denostd a las tradicionales organizaciones so-
ciales, buscando reemplazarles con la creacién de organizaciones paralelas y filiales
del régimen (Ortiz 2014, 603).

Se institucionalizé progresivamente la rendicién de cuentas de las autoridades
en todos los niveles de gobierno, al igual que la planificacidn sectorial y territorial
como requisito del financiamiento, pero el minimalismo en el presupuesto partici-
pativo local y las veedurias a los proyectos emblemdticos, con los resultados de su
mecdnica implementacion, revelan el déficit del control social (Cantos 2019) y la
afectacién del principio de transparencia (Jiménez 2017). Junto con el accionar del
partido gobernante se erosionaron atin mds los espacios de organizacién y partici-
pacién popular, convirtiéndose en una manera de confiscar y absorber las fuentes
culturales del poder de las agrupaciones sociales (Mann 1993); reeditdndose en el
periodo progresista, en prolongacién simbidtica con las precedentes practicas au-
toritarias, la criminalizacién de la protesta y la movilizacién social (Salazar 2010).
Asi, al contrario de lo ocurrido en los afios noventa en que la ley de participacion
se quedé atréds de las experiencias locales de participacion, en el periodo progresista,
la prictica publica de participacién ciudadana se quedé rezagada de la avanzada
normativa participativa.

La anunciada refundacién de los nexos entre democracia representativa y directa
no ocurrié. Contrariamente, sujeta al funcionalismo del régimen politico y atrapa-
da en el procedimentalismo administrativo, la participacién sobrevino en coopta-
cién de las entidades publicas de control horizontal, en clientelismo generalizado
de los gobiernos locales, y en tensiones con las organizaciones sociales; de modo
que se acentud la desconfianza ciudadana en las autoridades, asif como el descrédito
politico del entramado participativo de la denominada cuarta funcién del Estado.
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El desgaste: corrupcion y crisis institucional

En el afio 2017 nuevamente triunfé en los comicios nacionales el MPAIS y ocurrié
lo insélito: el presidente electo, en franca oposicién al “transformismo” preceden-
te, encabezd la implosién interna de las facciones politicas alineadas con la desac-
tivacién del progresismo, alegando una enorme corrupcién anidada en el sector
publico, y encubierta por el descontrol del CPCCS. Entre las primeras medidas
estuvo una consulta popular en febrero de 2018, realizada —segtin Verdesoto y Ar-
daya (2019, 52)— en un marco de “continuidad” de algunas instituciones estatales,
de “apertura politica” a las presiones nacionales e internacionales, y de “transicién
incierta” desde un gastado autoritarismo hacia un indefinido destino. Con la con-
sulta se destituyé a los consejeros nombrados en el periodo progresista, se invistié
un Consejo de Participacién Ciudadana y Control Social Transitorio (CPCCST),
integrado por representantes de fuerzas opositoras y revestidos de competencias
extraordinarias en un régimen de transicién en el cual se revertian designaciones y
decisiones; todo en funcién de un mandato: en un afio se debia “reinstitucionalizar
al Ecuador y luchar contra la corrupcién” (CPCCST 2019, 6).

Agilmente, el consejo transitorio ces6 a todas las autoridades correspondientes,
habilité autoridades temporales y conforme un itinerario de concursos publicos
de méritos y oposicion se designaron a las nuevas autoridades, cortes y consejos de
control, justicia y electoral (CPCCST 2019), reeditdindose en sus nominaciones
la cercania al gobierno. En la desordenada regresion neoliberal y en medio de una
conciliatoria gobernanza, el gobierno nacional, coaligado con el consejo transitorio
y las nuevas autoridades designadas, emprendi6 una campana politica que convirti6
a la corrupcién en problema publico (Pereyra 2013, 13).

Recuérdese que el precursor movimiento anticorrupcién gestado en los esta-
mentos altos de la sociedad civil, instituido como Comisiéon Civica Contra la Co-
rrupcién (CCCQC) en la Constitucién de 1998, fue reemplazado con el CPCCS en
la Constitucién del 2008 (Gutiérrez 2017). En paralelo, desde la sociedad civil se
formé la Comisién Civica de Lucha Contra la Corrupcién (CCLCC), que antece-
di6 en las denuncias de abusos gubernamentales durante el progresismo (Moscoso
2017), y que sirvi6 de referencia para la formacién del CPCCST.

Los medios de comunicacién continuamente propagan escindalos relacionados
con sobreprecios y mala calidad en las obras publicas, trafico de influencias, cobros
indebidos y demds abusos en el uso de los recursos publicos; magnificando un en-
tramado de corrupcién que se habria desplegado en el gobierno anterior. En poco
tiempo se politizé la corrupcidn, y se tomé medidas de control de la administracién
publica encabezadas por la Contraloria General del Estado (£/ Universo 2019a), la

mundosplurales

Volumen 6 ¢ No. 2 ¢ noviembre 2019
111-137

127



128

Victor Hugo Torres Davila

que ante la magnitud de la crisis emprendié un proceso interno de reinstituciona-
lizacién en proyeccion a constituirse en el Tribunal de Cuentas del Estado (CGE
2018).

La campana anticorrupcion alcanzé a numerosos exfuncionarios y altas auto-
ridades del anterior y del actual régimen, dejando una estela de encarcelamien-
tos, entre ellos el vicepresidente de la Republica, asi como numerosos expedientes
administrativos y penales abiertos, y una dilatada ralea de préfugos de la justicia
(El Mercurio 2019). No se limité al examen de las conductas de los funcionarios,
sino a develar el entramado de transacciones e interacciones que posibilitan lo que
Sebastidn Pereyra (2013, 279) denomina “recurrencia de intercambios corruptos”,
que habrian instaurado un “patrimonialismo publico” en la Funcién Ejecutiva y
desconcentrada, en los distintos niveles de gobiernos auténomos descentralizados, y
en las empresas publicas durante el decenio progresista (Ardaya 2019); reeditdndose
los trégicos episodios de corrupcién publica que discursivamente fueron declarados
como superados.

En el centro de la campafa anticorrupcion, el desacreditado CPCCS enfrentd
cuestionamientos al rol de los consejeros, cruzadas presiones politicas para eliminar
la cuarta funcién, restringir las atribuciones de sus integrantes, redefinir su estructu-
ra competencial, asi como apremios por suspender la anunciada eleccién popular de
consejeros que se harfa conjuntamente con los comicios seccionales del 2019. Cerca
de concluir su periodo, el consejo transitorio blindé sus decisiones resolviendo la
irrevocabilidad de lo actuado, ratificado por el dictamen interpretativo de la Corte
Constitucional (£/ Comercio 2019a), pues se buscaba asertivamente que la crisis
de la Funci6n de Transparencia y Control Social no afecte al conjunto del Estado.

La creciente deslegitimacién del CPCCS se desaté en el estamento politico y
en el dmbito medidtico, contribuyendo al vaciamiento de contenidos civicos de
la democracia directa. La campana electoral de consejeros pautada por el CNE se
hizo de modo marginal a los comicios seccionales, con candidaturas sin auspicios
politicos, y encapsuladas en las disputas de la coyuntura politica que pedian el voto
nulo, la eliminacién del CPCCS por acumulacién de poder y que se devuelvan sus
atribuciones al Legislativo (E/ Universo 2019c).

En un ambiente de confusiones electorales e incertidumbres sobre el devenir
de la cuarta funcién, en marzo del 2019 se eligieron a los nuevos Consejeros del
CPCCS, quienes en medio de dilaciones a su posesién por cuestionamientos a la
idoneidad de algunos de sus miembros (E/ Comercio 2019¢), enredados en el des-
crédito institucional, y sin mayor caracterizacién de lo que implica la transparencia
y el control social, asumieron la dificil tarea de remontar la crisis institucional de
la cuarta funcién. Como era de esperarse, la controvertida eleccién de consejeros
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avivé el ambiente de desprestigio de la participacion, algo deslucida ya a mediados
del decenio de cooptacién gubernamental precedente, ahora asociada con el destape
de la corrupcién publica que aupé una fulminante tragicomedia.

Apenas conformada la mayoria en el CPCCS, esta se plante6 revertir el blinda-
je de las decisiones del consejo transitorio, pese a que previamente la Corte Cons-
titucional declaré que el CPCCS no “ostenta las competencias extraordinarias
que el régimen de transicién otorgé al Consejo Transitorio, por lo que no puede
revertir las acciones tomadas” (E/ Comercio 2019a). No obstante, la mayoria nom-
bré una comisién para revisar la conformacién de la Corte Constitucional, ante
lo cual una Jueza ordend que se abstenga de formar la comisién, al tiempo que
en la Fiscalia se presentaron cinco denuncias contra el CPCCS por desacato. A la
semana siguiente, en la Asamblea Nacional la Comisién de Fiscalizacién aprobd
realizar tres juicios politicos a los miembros de la mayoria del CPCCS, quienes a
mediados de agosto fueron destituidos (E/ Comercio 2019b), posesiondndose sus
ignotos suplentes.

En medio del descrédito politico de la Funcién de Transparencia y Control So-
cial, la Asamblea Nacional present6 una solicitud de enmienda constitucional ante
la Corte Constitucional para reducir las atribuciones del CPCCS en la designacién
de las autoridades de control y que estas vuelvan al Legislativo; simultdneamente,
en el interior de la Asamblea se tramita una propuesta de reforma parcial a la Cons-
titucién con los mismos propésitos (E/ Universo 2019b), aunque sin mayores adhe-
siones politicas. En los estamentos altos de la sociedad civil y con aprobacién de la
Corte Constitucional, se activaron dos movimientos civicos que recolectan firmas
para convocar a una nueva consulta popular que elimine el CPCCS y pase sus atri-
buciones a la Asamblea Nacional (E/ Universo 2019d). Asi, ante un incierto destino
y politicamente sitiado, salt6 la inminente crisis del CPCCS, mientras en la otra
orilla, en una suerte de ironia democrdtica, la ciudadania impasible contemplaba la
debacle institucional de la cuarta funcién del Estado ecuatoriano.

En octubre del 2019 la pasividad ciudadana se alteré con el levantamiento in-
digena y popular, que con caracteristicas de insurreccién cop6 la escena publica en
contra de la eliminacién del subsidio a la gasolina y otras medidas de ajuste fiscal
que ratificaron el giro neoliberal del gobierno (Parodi y Sticotti 2020), remeciendo
profundamente al desgastado régimen politico. El levantamiento indigena y popu-
lar mostré que la participacién ciudadana no operé con el atribuido rol de vélvula
de escape a las presiones sociales, las que tienden a encontrar sus propios causes
de expresion y resolucion al margen de la institucionalidad, en escenarios de crisis
social prolongados por la sombra de la corrupcién publica que se proyecta también
sobre el propio gobierno que la denuncié.
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Conclusiones

En Ecuador, durante més de tres décadas, la participacién ciudadana en la esfera
publica experimentd un ciclo de ascenso desde su estreno en municipios y prefectu-
ras hasta el gobierno central, seguido por la expansién normativa y organizacional
en el aparato estatal, y posteriormente por el desgaste derivado de la cooptacién
gubernamental, su vinculacién con la corrupcién publica y el desinterés por in-
volucrar a los actores sociales. Normativamente evolucioné del minimalismo de la
primera ley de descentralizacién que confiné la participacién al nivel local, hacia
una extensa y avanzada normativa constitucional y orgdnica vinculante en todos
los niveles de gobierno y funciones estatales. Transité de las iniciales metodologias
participativas, a inéditas politicas participativas sectoriales y territoriales dotadas de
tecnocracia, instancias consultivas y mecanismos deliberativos. En términos corpo-
rativos, creci6 desde los fragiles arreglos institucionales publicos no estatales hasta el
nuevo entramado de entidades y conductas publicas impulsado por la Funcién de
Transparencia y Control Social.

Fue un proyecto de institucionalizacién de la participacién ciudadana promovido
durante la década del gobierno progresista, al tenor de las innovaciones constitucio-
nales del reconfigurado Estado de derechos. Sin embargo, su conflictiva implementa-
cién no tuvo el mismo alcance que el disefio institucional y fundamento normativo,
y en comparacién con estos se quedd rezagada. La instrumentalizacién politica con
la cooptacién del CPCCS extendié la influencia presidencial en la recentralizaciéon
de la accién publica, convirtiendo la participacién en un dispositivo al servicio del
gobierno y no en instancia de intervencién ciudadana y de las organizaciones sociales.
El encasillamiento en los procedimentalismos administrativos en que derivaron la
rendicién de cuentas de autoridades publicas, el acotado sentido deliberativo de la
planificacién y los presupuestos participativos, y las esporddicas veedurias ciudadanas
afectaron los propdsitos de transparencia y control social de la gestién publica.

En la transicidén posprogresista, la participacion fue ligada con el encubrimiento
de la corrupcién publica engendrada en los afos precedentes, lo que acentué su
descrédito y precipité la crisis institucional del CPCCS con la sucesiva remocién
de sus autoridades, y las presiones politicas para revisar las atribuciones de la cuarta
funcidn, y restituirlas a la Asamblea Legislativa. Con la mayoria de las fuerzas po-
liticas alineadas en torno a reducir o eliminar los alcances de la Funcién de Trans-
parencia y Control Social, la institucionalidad participativa enfrenta serios desafios
de continuidad.

La complementariedad entre representacién y participacién sigue siendo un
desafio. Disponer de una normativa avanzada es meritorio, pero insuficiente; se
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requiere que la institucionalizacién iniciada se acople también con la accién social
colaborativa, flexibilizando los procedimentalismos administrativos mds alld del
sector publico, orientdndolos también a los intereses ciudadanos y de las organiza-
ciones sociales, no en sentido mecdnico sino proactivo. La institucionalizacién de
la participacién y el fenémeno social de participacidn son procesos distintos, pero
al mismo tiempo interrelacionados, por lo que cabe propender a su convergencia
en funcién del interés comtn. Los vinculos entre democracia representativa y de-
mocracia directa tienen como elementos en comun a la gente, la ciudadania y las
organizaciones sociales interviniendo en las decisiones gubernamentales y en los
asuntos publicos que afectan sus vidas.
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